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En la reunión plenaria de la Comisión Asesora de Libertad Religiosa celebra-
da en el Ministerio de Justicia ellO de diciembre de 1998, el prof. Lorenzo Mar-
tín Retortillo presentó un Informe, que al redactarse estas páginas aún no ha sido 
publicado, sobre determinados aspectos de la posible revisión de la normativa es-
pañola relativa a dicha libertad. En el mismo, el Ponente llamó la atención sobre 
la frecuente labor legislativa y administrativa (e incluso judicial) que en múltiples 
campos, y dentro de la esfera de competencias de muy variados organismos, se lle-
va a cabo sin conocimiento -o al menos sin tener en cuenta- la legislación en 
materia religiosa, pese a que la misma afecte a las cuestiones reguladas por la men-
cionada actividad de gobierno. La legislación eclesiástica del Estado aparecería así 
como una especie de cenicienta de la normativa estatal, tantas veces olvidada por 
legisladores y administradores, dándose lugar a frecuentes soluciones prácticas 
contrarias al ordenamiento e hijas del descuido, el desinterés o la ignorancia so-
bre una parcela muy importante de nuestro Derecho, como que afecta a la raíz 
misma del ejercicio de unas libertades y unos derechos constitucionalmente reco-
nocidos al más alto nivel. 
Como para probar la exactitud del citado Informe, había tenido lugar muy 
poco tiempo antes un hecho en sí ajeno a este tema, pero no poco significativo. A 
finales del mes de octubre, en la localidad cordobesa de Almodóvar del Río, ha-
bía sido asesinada en su domicilio --en circunstancias aún hoy no suficientemen-
te aclaradas- la esposa de uno de los dos Secretarios Generales de la Comisión 
Islámica de España, mujer además muy conocida por sus actividades personales 
al servicio de la causa del Islam. Cuando llegó el momento de su entierro, la Co-
munidad islámica local pretendió que la inhumación, sepultura y ritos funerarios 
se cumpliesen de acuerdo con sus propias costumbres, en cumplimiento del arto 
2.5 del correspondiente Acuerdo de Cooperación del Estado Español con la Co-
misión Islámica de España, de 10 de noviembre de 1992. Obtenida la conformi-
dad de la Alcaldía del pueblo, los actos hubie~on de suspenderse por orden de la 
Dirección de Sanidad de Córdoba, que se oponía a la inhumación según el rito 
1090 MARiA JosÉ CIAURRIZ 
musulmán pretendiendo aplicar al caso una normativa general de carácter sanita-
rio. Fue precisa una llamada de la Comunidad islámica local al Ministerio de Jus-
ticia; no bastó que desde este Organismo se asegurase a las autoridades locales la 
existencia de una norma que tiene carácter de Ley aprobada por el Congreso y 
está publicada en el Boletín Oficial del Estado, sino que se hizo necesario enviar 
un fax con el texto del Acuerdo de 1992 para que finalmente un juez diese la au-
torización necesaria para que el mismo pudiese ser aplicado. 
El hecho sería ridículo si las circunstancias que lo rodearon no lo tiñesen de 
un carácter dramático. Pero, en todo caso, revela ejemplarmente la veracidad de 
la acusación levantada por el prof. Martín Retortillo, que en estas páginas vamos 
a procurar corroborar con el análisis de otro supuesto, sucedido algo antes de 
aquellas fechas en Barcelona, y que como caso práctico muy ilustrativo nos per-
mitirá reclamar una mayor atención de las autoridades públicas a una parcela par-
ticularmente minusvalorada de nuestro ordenamiento jurídico -minusvalorada 
incluso en los Planes de Estudio a los que toca garantizar la formación de los fu-
turos juristas- como es el Derecho Eclesiástico del Estado. 
El 27 de marzo de 1996, la Iglesia Cristiana Evangélica de Hermanos La Bis-
bal, con sede en Barcelona, presentaba ante el Ayuntamiento solicitud de exen-
ción del IBI (Impuesto de Bienes Inmuebles) para una finca de propiedad de 
aquella entidad religiosa, sita en la calle Cartella 87-91 de la citada ciudad. 
La Subdirección de Servicios de Tributos, Unidad Operativa de Recursos Ju-
rídicos, a la vista de la solicitud, estimó incumplidos en ella una serie de requisi-
tos sustanciales y formales, como eran, en concreto, los siguientes: «No se acredi-
ta la titularidad de la finca; no se acredita el destino a la realización de sus fines, 
de al menos el 70% de las rentas netas y otros ingresos que se obtengan por cual-
quier otro concepto; no se acredita la llevanza de contabilidad con arreglo al art. 
44 de la referida Ley; no se acredita que no se trate de bienes cedidos a terceros 
mediante contraprestación» (todos ellos considerados requisitos sustanciales); y 
como requisitos formales incumplidos se señalan los siguientes: «Todos menos los 
siguientes: Personalidad peticionaria». Ante lo cual, y «Vista la instancia presenta-
da por el interesado y las actuaciones practicadas en este expediente se formula la 
siguiente propuesta de resolución». A lo que sigue el texto de la Resolución mis-
ma, redactada en estos términos: 
«Ajuntament de Barcelona 
SOTS-DIRECCIÓ DE SERVEIS DE TRIBUTS 
UNITAT OPERATIVA DE RECURSOS JURIDICS 
ANTECEDENTES DE HECHO 
UNICO. La entidad peticionaria solicita la declaración de exención en el Im-
puesto sobre Bienes Inmuebles de las fincas objeto de este expediente, invocando 
los beneficios fiscales establecidos en el artículo 58 de la Ley 30/1994, de 24 de no-
viembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la Participación Privada en Acti-
vidades de Interés General. 
FUNDAMENTOS JURIDICOS 
NO ACREDITACiÓN DE LOS REQUISITOS ESTABLECIDOS PARA EL RE-
CONOCIMIENTO DEL BENEFICIO FISCAL INVOCADO. 
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1. Según el artículo 58 de la Ley 30/94, para gozar de la exención en el Im-
puesto sobre Bienes Inmuebles es preciso: 
A. Ser titular del inmueble para el que se solicite la exención. 
B. Cumplir los requisitos establecidos en el Capítulo I del Título 11. 
C. No tratarse de bienes cedidos a terceros mediante contraprestación. 
D. Afección de los bienes a las actividades que constituyan el objeto social o 
finalidad específica de la entidad. 
E. Su no utilización principalmente en el desarrollo de explotaciones económi-
cas que no constituyan su objeto o finalidad específica. 
El beneficio expresado del artículo 58 estaba referido, exclusivamente, a las 
Fundaciones y Asociaciones declaradas de utilidad pública. La disposición Adicional 
Quinta que extendió el beneficio tributario a la Iglesia Católica y a las iglesias, con-
fesiones y comunidades religiosas que tengan suscritos acuerdos de cooperación 
con el Estado español, no les liberó sin embargo, del cumplimiento de lo previsto en 
los artículos 48 a 58, antes al contrario dispuso que el régimen previsto en los artí-
culos 48 a 58, ambos inclusive, serán de aplicación a la Iglesia Católica, y a las igle-
sias, confesiones .. . y el arto 48 exige para gozar de los beneficios, que se cumplan 
por las entidades correspondientes los requisitos previstos en las secciones anterio-
res, es decir, los requisitos contemplados en los artículos 41 a 47 de la referida Ley, 
disposición perfectamente congruente con lo establecido en el 58, regulador de los 
Tributos Locales, cuando exige, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el 
capítulo I del Título 11. 
En consecuencia las Entidades Religiosas Evangélicas, deberán cumplir 
cuantos requisitos se establecen en los artículos 41 al 47 ambos inclusives, salvo 
aquellos que sean incompatibles con la propia naturaleza de la Institución y de im-
posible cumplimiento. 
2. Así pues y desglosando el contenido de los requisitos del arto 58 antes enu-
merados en los apartados A,B,C,D y E del primer párrafo de este informe, deberá 
quedar acreditado en el expediente: 
2.1. Por lo que al apartado A se refiere: 
La titularidad del inmueble en los términos previstos en el arto 65 de la Ley 
39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales. 
2.2. En lo referente al apartado B: 
2.2.1. La persecución de los fines enumerados en el arto 42.1 a) de la Ley, que 
contiene unas matizaciones muy importantes no contempladas en el arto 2.1 , de for-
ma que si como fin de la Fundación puede ser legítimo y bastar, el fomento de la 
economía y promoción del voluntariado, para gozar de beneficio tributario, se exige 
por el arto 42.1 a) que cada una de estas actuaciones sea, además, social. 
2.2.2. El destino a la realización de dichos fines, al menos del 70% de las ren-
tas netas y otros ingresos que se obtengan por cualquier concepto. 
2.2.3. Si son titulares, directa o indirectamente, de participaciones mayoritarias 
en sociedades mercantiles, su titularidad debe coadyuvar al mejor cumplimiento de 
los fines recogidos en el arto 42.1.a), en la forma prevista en el párrafo c) del indica-
do artículo. 
2.2.4. La rendición de cuentas, que por tratarse de entidades religiosas, debe-
rá hacerse ante la autoridad eclesiástica correspondiente. 
2.2.5. Que las actividades que realicen sean sin fines lucrativos, considerán-
dose como lucrativas aquellas que consistan en la realización de actividades mer-
cantiles, tal como establece el arto 42.2 de la citada Ley. 
2.2.6. La llevanza de contabilidad con arreglo al arto 44. 
2.3. El requisito señalado en el apartado C es suficientemente explícito en su 
redacción, por cuyo motivo no requiere de mayores precisiones. 
2.4. En cuanto a los requisitos O y E es de aplicación por analogía el párrafo 2 
del apartado 2 del arto 48, debiendo entenderse cumplido el requisito de la afección 
de los bienes a las actividades que constituyen el objeto social o finalidad específica 
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de la entidad, cuando las actividades que se realicen persigan el cumplimiento de 
los fines contemplados en el artículo 42.1.A), siempre que: 
2.4.1. No generen competencia desleal. 
2.4.2. Sus destinatarios sean colectividades genéricas de personas. 
En idéntico sentido se pronuncia el arto 58.2. 
Una actividad económica generará competencia desleal en la medida en que 
se preste en condiciones de libre mercado pero disfrutando de unos beneficios fis-
cales de los que no disfruten todas las empresas que se dediquen a aquella activi-
dad. En cuanto a sus destinatarios, no serán colectividades genéricas de personas, 
si las condiciones necesarias para acceder al disfrute o beneficio de aquellas activi-
dades exigen la disposición de unos medios económicos que las hagan inaccesibles 
a los sectores más desfavorecidos de la sociedad. 
3. Esta interpretación rigurosa de la Ley, que resulta de la lectura de la misma 
en su conjunto y de las propias palabras que utiliza y que es congruente con los am-
plios beneficios que concede, ha quedado confirmada por el Real Decreto 765/95, 
de 5 de Mayo, cuando en su Disposición Adicional Segunda establece los requisitos 
formales necesarios para que las Entidades Eclesiásticas protegidas puedan disfru-
tar de los beneficios de la Ley. En síntesis, y según el párrafo 5 de dicha disposición, 
referida a los tributos locales, tanto las entidades a que se refiere el apartado 1 de la 
propia disposición adicional, como las contempladas en el apartado 2, es decir, to-
das, deberán cumplir lo previsto en el arto 4 del mencionado Real Decreto, con cier-
tas particularidades mínimas que se expresan en el propio apartado; y ese arto 4, al 
que remite, refiriéndose con carácter general a la acreditación de los requisitos for-
males para disfrute de los tributos locales, señala, también en síntesis, que deberá 
acompañarse copia de la documentación a que se refiere el apartado 1 del artículo 
2, en el que se establece la obligación de acompañar, entre otros documentos, me-
moria en que se detalle el cumplimiento de los requisitos especificados en el arto 42 
de la Ley 30/94, y la forma en que van a cumplirse. 
4. De los preceptos señalados anteriormente se desprende que la aplicación a 
la . Iglesia Católica o a las Entidades Religiosas Evangélicas (así como a otras igle-
sias, confesiones y comunidades religiosas) del régimen previsto en la Ley de Fun-
daciones, tiene la clara finalidad de dar a ésta el mismo trato de favor que a las Fun-
daciones y Asociaciones de utilidad pública respecto de aquellas actividades que de 
ser desarrolladas por éstas gozarían de exención, y que por no estar incluidas en el 
Acuerdo sobre Asuntos Económicos suscrito entre el Estado español y la Santa 
Sede o la Ley 24/92, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de Co-
operación del Estado con la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de Es-
paña, quedarían sujetas a tributación, pero sin liberarla, como antes se dijo, del cum-
plimiento de los requisitos establecidos en el capítulo I del Título 11. 
En consecuencia, resulta imprescindible que en el expediente queden debida-
mente acreditados los siguientes extremos: 
4.1. Personalidad de la entidad peticionaria, que por lo que respecta a aque-
llas entidades comprendidas en el apartado 2 de la Disposición Adicional Segunda, 
lo harán mediante la presentación de la siguiente documentación: 
a) Certificación literal de su inscripción en el registro a que se refiere el artícu-
lo 5 de la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de Julio (RCL 1980, 1680 Y ApNDL 3636). 
b) Certificación de la autoridad eclesiástica de la que dependan sobre su natu-
raleza y fines así como sobre el hecho de que la entidad correspondiente le rinde 
cuentas. 
4.2. Titularidad del bien del que se trate. 
4.3. Acreditación, mediante certificación expedida por la autoridad competen-
te, de que dichos bienes están afectos a los fines previstos en el arto 42.1.a) de la 
Ley 30/94 entre los que se entenderán comprendidos, como de naturaleza análoga, 
los referidos en el arto IV.1.c. del Acuerdo sobre Asuntos Económicos suscrito entre 
el Estado español y la Santa Sede. 
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A estos efectos será autoridad competente en el caso de las Iglesias pertene-
cientes a la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España, con carác-
ter general, la Comisión Permanente de la Federación de Entidades Religiosas 
Evangélicas de España. 
4.4. Acreditación de que el bien no se halla cedido a terceros mediante contra-
prestación. 
4.5. Acreditación de que no se utiliza principalmente en el desarrollo de explo-
taciones económicas que no constituyan su objeto o finalidad específica. 
4.6. Acreditación de la presentación ante la Delegación de la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria de la documentación a que se refiere el apartado 1 del 
artículo 2 del Real Decreto 765/95, a saber: 
4.6.1 Del escrito dirigido a la Delegación de la Agencia estatal en el que cons-
ten los datos de identificación de la entidad, su denominación, número de identifica-
ción fiscal y domicilio. 
4.6.2. Memoria en la que se detalle el cumplimiento de los requisitos especifi-
cados en el arto 42 de la Ley 30/94 y la forma en que van a cumplirse. 
Compete al peticionario la acreditación de todos y cada uno de los requisitos 
establecidos por las disposiciones antes mencionadas, no sólo por señalarlo así ta-
les disposiciones, sino también por aplicación del principio general establecido por 
el arto 114 de la Ley General Tributaria, cuando prescribe que tanto en el procedi-
miento de gestión como en el de resolución de reclamaciones quien haga valer su 
derecho deberá probar los hechos normalmente constitutivos del mismo, siendo de 
aplicación en los procedimientos tributarios las normas que sobre medios y valora-
ción de prueba se contienen en los artículos 1.214 y siguientes del Código Civil, así 
como 578 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
5. Por último, debe recordarse la Disposición Transitoria segunda del Real De-
creto 765/95, que determina el régimen de acreditación para aquellas entidades 
constituidas con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley, estableciendo que la 
acreditación a que se refiere el arto 2 deberá efectuarse dentro de los tres meses si-
guientes a la entrada en vigor del mencionado Real Decreto, 25 de Mayo de 1995, 
por cuyo motivo, el plazo de presentación de documentación pertinente, expiraba el 
25 de Agosto de 1995. 
6. Por su parte y tan sólo para aquéllos supuestos en que por aplicación retro-
activa de la exención del Impuesto sobre Bienes Inmuebles se solicitare la devolu-
ción correspondiente a la cuota de 1994, el plazo para la solicitud de devolución y 
presentación de documentación finalizó el 25 de Septiembre de 1995. 
7. De los requisitos sustanciales referidos en los apartados 1 y 2 de este infor-
me, no se han acreditado los que se relacionan en la primera página, y de los requi-
sitos formales se han acreditado sólo los también indicados en dicha primera pági-
na y no así los restantes. 
Procede pues la desestimación de la solicitud de exención, formulada al am-
paro de lo previsto en el arto 58 de la Ley 30/94, sin perjuicio y con independencia de 
las exenciones que con arreglo a la Ley de Haciendas Locales en relación con la 
Ley 24/92 que aprueba el Acuerdo de Cooperación del Estado con la Federación de 
Entidades Religiosas Evangélicas de España, le pudieren corresponder y de que 
pueda reiterarse la solicitud del beneficio para los siguientes ejercicios supuesto que 
se acreditase en debida forma el cumplimiento de los requisitos legales dentro del 
correspondiente plazo. 
En su virtud, procede: 
DESESTIMAR la petición de reconocimiento del beneficio fiscal previsto en el 
arto 58 de la Ley 30/94, respecto del Impuesto y bienes objeto de este expediente». 
El problema que el caso plantea bascula entre la aplicación al supuesto de 
hecho de solamente la normativa general sobre Fundaciones, establecida en la Ley 
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30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la Parti-
cipación Privada en Actividades de Interés General, o también de la legislación es-
pecífica sobre entidades religiosas, en particular los Acuerdos establecidos al res-
pecto con las diversas Confesiones, debiendo tenerse en cuenta además que el 
régimen previsto en el Título 11 de la citada Ley 30/1994 fue adaptado a las enti-
dades eclesiásticas mediante las disposiciones adicional segunda y transitoria se-
gunda del Real Decreto 765/1995, de 5 de mayo, por el que se regulan determi-
nadas cuestiones del Régimen de Incentivos Fiscales a la Participación Privada en 
Actividades de Interés General. 
No es nuestro propósito, en este trabajo que por razones de espacio en la pu-
blicación a que se destina no puede ser extenso, llevar a cabo otra cosa que un bre-
ve análisis de la decisión elaborada por los servicios técnicos del Ayuntamiento 
barcelonés, exclusivamente a los efectos de dejar sentado en un ejemplo concreto 
el propósito que nos ha servido de punto de partida, en orden a subrayar la nece-
sidad de que la administración pública utilice cuando es preciso la legislación 
eclesiástica estatal, si no quiere incurrirse en graves errores que pueden llevar apa-
rejada la propia nulidad de las actuaciones. 
Como es lógico, con anterioridad a la Ley de Fundaciones de 1994 ya es-
taban reguladas las exenciones fiscales de que gozaban las entidades religiosas, 
tanto en su normativa específica como en la legislación general. En concreto, la 
Ley 38/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, dedica-
ba su Sub sección segunda al Impuesto sobre Bienes Inmuebles y, en relación 
con los mismos, establecía en su arto 64 que «Gozarán de exención los siguien-
tes bienes: ... e) Los de las Asociaciones confesionales no católicas legalmente re-
conocidas, con las que se establezcan los acuerdos de cooperación a que se refiere 
el artículo 16 de la Constitución, en los términos del correspondiente Acuer-
do». 
Dado que tales Acuerdos aún no estaban negociados ni firmados, y a fortio-
ri ni publicados, en 1988, el arto 64 citado está en cierta manera condicionando 
su contenido en un punto de no desdeñable importancia. Es cierto que la norma 
se remite a los futuros términos en que los Acuerdos se redactasen, pero no lo es 
menos que está claramente señalando un punto del que deberán ocuparse, si no 
imponiendo la obligación de que lo hagan si convirtiendo en la práctica tal nece-
sidad en algo ineludible. Y, en efecto, por lo que hace a nuestro caso, el Acuerdo 
de Cooperación del Estado Español con la Federación de Entidades Religiosas 
Evangélicas de España, de 10 de noviembre de 1992, estableció en su arto 11.3 
que «Las Iglesias pertenecientes a la FEREDE estarán exentas: A) Del impuesto 
sobre Bienes Inmuebles». Lo cual supone evidentemente el desarrollo normativo 
del precepto previo del arto 64 de la Ley de Haciendas Locales; y debe recordarse 
además que, al suscitarse dudas sobre la extensión de la exención una vez entra-
dos en vigor los Acuerdos de 1992, la misma fue objeto de una interpretación am-
plia y claramente favorable a las Confesiones mediante la Orden de 2 de febrero 
de 1994, por la que se aclara el alcance de la exención concedida en el impuesto 
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sobre Bienes Inmuebles por el arto 11.3, a), de los Acuerdos de Cooperación del 
Estado con las tres entidades confesionales que tienen reconocido en España no-
torio arraigo a tenor del arto 7 de la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de Liber-
tad Religiosa. 
La exención del IBI para las Confesiones con Acuerdo, y en concreto para la 
FEREDE, establecido en el arto 11.3, A), citado, abarca a tenor del mismo texto 
legal a «los lugares de culto y sus dependencias o edificios y locales anejos, desti-
nados al culto o a la asistencia religiosa y a la residencia de pastores evangélicos», 
así como a «los locales destinados a oficinas de las Iglesias pertenecientes a la FE-
REDE» y a «los seminarios destinados a la formación de ministros de culto, cuan-
do impartan únicamente enseñanzas propias de las disciplinas eclesiásticas». Mar-
gen que, dada la inconcreción de algunos de los términos mencionados, tales 
como dependencias y edificios o locales anejos, se amplía mediante la citada Or-
den de 1994 a los «huertos, jardines y dependencias de tales inmuebles, siempre 
que no estén destinados a industrias o cualquier uso de carácter lucrativo». Junto 
a cuyas normas debe recordarse -y así se indica en los repertorios legislativos-
que la exención del Impuesto de Bienes Inmuebles está concebida con amplitud 
por el resto de la legislación estatal en otros terrenos en que pueden verse asimis-
mo favorecidas las entidades confesionales, como es el caso de la Ley 22/1993, de 
29 de diciembre, de medidas fiscales, de reforma del régimen de la función públi-
ca y de la protección por desempleo, que establece la exención del IBI en favor de 
los centros docentes privados concertados. 
Al enfrentarse con la solicitud de la Iglesia Cristiana Evangélica de Herma-
nos La Bisbal, actora en este caso, la Resolución del Ayuntamiento de Barcelona 
parte de la referencia al arto 58 de la Ley 30/94, de Fundaciones, y recoge textual-
mente los requisitos que el mismo establece para disfrutar los beneficios de la 
exención del IBI. A partir de aquí, el Ayuntamiento toma nota de que la disposi-
ci6n adicional quinta de la misma Ley extiende los citados beneficios a la Iglesia 
Cat6lica y a las entidades religiosas que tengan suscrito Acuerdo con el Estado, 
como notoriamente es el caso de la FEREDE. A partir de aquí, toda la cuesti6n 
viene a referirse a los requisitos que dichas entidades deberán cumplir para que les 
resulte aplicable la exenci6n de referencia. 
Para el Ayuntamiento, tales requisitos son los de los arts. 48 a 58 de la Ley 
de Fundaciones, según el tenor literal de la mencionada disposición adicional 
quinta, par. 1: «El régimen previsto en los artículos 48 a 58, ambos inclusive, de 
la presente ley será de aplicaci6n a la Iglesia Cat61ica y a las iglesias, confesiones y 
comunidades religiosas que tengan suscritos acuerdos de cooperación con el Es-
tado español». A partir de aquí, el texto que analizamos entenderá que los arts. 48 
a 58 son aplicables a todos los supuestos de exención que afecten a las Confesio-
nes, sin tener en cuenta, en primer lugar, que mientras el arto 48 e inmediatos se 
refieren al Impuesto sobre Sociedades, el 58 lo hace al de Bienes Inmuebles, esta-
bleciéndose en unos y otro diferentes regímenes según los diferentes supuestos; en 
segundo lugar, que los Acuerdos con las Entidades religiosas crean una normativa 
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especial de carácter pacticio, cuya interpretación, y más si es restrictiva, no puede 
llevarse a cabo de modo unilateral en contradicción con la propia naturaleza de la 
norma; y, en tercer lugar, que la propia Ley de Fundaciones, en la Disposición 
adicional tercera, exceptúa expresamente de lo dispuesto en la misma Ley a las 
Entidades religiosas en el sentido de que establece una jerarquía normativa en fa-
vor de los Acuerdos: «Lo dispuesto en esta ley se entiende sin perjuicio de lo esta-
blecido en los acuerdos con la Iglesia Católica y en los acuerdos y convenios de 
cooperación suscritos por el Estado con las iglesias, confesiones y comunidades 
religiosas, así como en las normas dictadas para su aplicación, para las fundacio-
nes creadas o fomentadas por las mismas». 
Ignorando tales preceptos, con notorio olvido del texto del Acuerdo y con 
grave infracción del mismo, tal como está reconocido además por la propia Ley 
de Fundaciones, el Ayuntamiento establece la exigencia de una serie de requisitos 
que las Entidades religiosas no están obligadas a cumplir, lo que supone que la 
Resolución comentada trata de obligar al solicitante a que se someta aun régimen 
no conforme al ordenamiento, en cuya virtud la resolución administrativa resulta 
claramente nula. Sin que obste la mención que se hace al Real Decreto 765/1995, 
de 5 de mayo, por el que se regulan determinadas cuestiones del régimen de in-
centivos fiscales a la participación privada en actividades de interés general, ya que 
la disposición adicional segunda del mismo, que el Ayuntamiento alega, no pre-
tende restringir los derechos establecidos en los Acuerdos con las Confesiones, 
dando entrada o confirmando a lo que el propio Ayuntamiento reconoce que es 
una «interpretación rigurosa de la Ley», en clara contradicción con el carácter fa-
vorable a la interpretación de los Acuerdos que resulta una constante en toda la 
legislación que hemos tenido ocasión de mencionar. 
Yes que, en nuestra opinión, la entrada en vigor de la Ley 30/1994 no se 
proponía, en el campo que nos ocupa, restringir el margen de beneficios fiscales 
que los Acuerdos de 1992 con las entidades religiosas contenían. Debe recordarse 
que los Acuerdos no han sido aún desarrollados en toda su potencialidad, y que 
no han empezado de hecho, sino muy limitadamente, a actuar las Comisiones 
Mixtas Paritarias previstas en las Disposiciones adicionales terceras de los mismos, 
a efectos de la aplicación y seguimiento de aquéllos; así las cosas, no parece que la 
normativa estatal posterior a los Acuerdos deba ser objeto de una interpretación 
unilateral rigurosa, en orden a una pretendida intencionalidad del legislador de 
dar a las Entidades religiosas, a través de la ley de Fundaciones, «el mismo trato 
de favor que a las Fundaciones y Asociaciones de utilidad pública respecto de 
aquellas actividades que de ser desarrolladas por éstas gozarían de exención», frase 
de significado más aparente que real, pues ni es pensable que las Fundaciones de 
utilidad pública fuesen a desarrollar actividades religiosas, ni han de compararse 
una y otra clase de actividades religiosas y no religiosas para evitar que unas sean 
más o menos favorecidas que otras; cada realidad tiene su tratamiento y cada nor-
ma su propio contenido, sin que quepa extrapolar una al campo de otra más allá 
de lo que el legislador ha llegado a establecer. 
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El tema da bastante más de sí, tanto en el aspecto doctrinal como en el téc-
nico; pero nos hemos limitado aquí a utilizar un hecho concreto como prueba de 
que en la interpretaci6n y aplicaci6n de las normas es preciso no olvidar aquéllas 
que regulan el fen6meno religioso, cuya minusvaloraci6n puede llevar a aplicar 
con un mayor o menor margen de error otras normas que afectan también al 
campo del Derecho Eclesiástico estatal. 
